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5ª SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.- Cancún, Quintana 

Roo,  a veinticinco de enero del año dos mil diecinueve.  

 

VISTO.- Para resolver el Toca Civil cuyos datos al rubro se citan, formado 

con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en 

contra del auto de fecha veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, dictado por 

el Juez ******* ***** ** ******* ********* *** ******** ******** ** ******* ******** ***, 

en los autos del Juicio antes referenciado, y; 

 

R E S U L T A N D O 

 

1. El auto apelado es del tenor literal siguiente: 

 

“…Visto de nueva cuenta el escrito presentado por la parte actora en 

fecha cinco de abril del año en curso, dando cumplimiento a la 

prevención realizada por el tribunal de alzada mediante resolución de 

fecha trece de marzo del presente año, en el toca *******, por lo que 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 236 doscientos treinta 

y seis, 242 doscientos cuarenta y dos, 243 doscientos cuarenta y tres, 

246 doscientos cuarenta y seis del Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado, en relación con el numeral 3200 tres mil doscientos 

fracción II del Código Civil del Estado, se le fija de manera discrecional 

como fianza la cantidad de $240,000.00 m.n. (son: doscientos cuarenta 

mil pesos 00/100 moneda nacional), misma que es el resultado de 

multiplicar la cantidad de 1´000.000.00 m.n. (un millón de pesos 00/100 

Moneda Nacional) cantidad que manifiesta la actora es el valor del 

inmueble materia del presente juicio, por el uno por ciento de interés 

mensual de interés mensual, previsto en el numeral 2659 dos mil 

seiscientos cincuenta y nueve del Código Civil, y la cantidad resultante 

por 24 veinticuatro meses, que es el tiempo aproximado que dure en 

resolverse el presente juicio, en todas las etapas, es decir, primer y 



 

 

 

 

 

 

segunda instancia, y amparo, cantidad que servirá para para garantizar 

los posibles daños y perjuicios que puedan ocasionarle a la contraparte 

por la inscripción de la demanda ante el Registro Público de la 

Propiedad y del Comercio, cantidad que deberá consignar dentro del 

término de cinco días ante este Juzgado en cualquiera de las formas 

permitidas por la Ley de acuerdo con lo establecido y el artículo 3012 

tres mil doce del Código Civil del Estado; apercibiéndolo que de no 

hacerlo así, dejará de surtir efectos la anotación de demanda ordenada 

en autos…”  

 

2. Inconforme con la resolución anterior, la parte actora interpuso recurso de 

apelación, mismo que previa substanciación legal, se dejó en estado de 

dictar sentencia la que ahora se pronuncia de acuerdo a los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. COMPETENCIA 

 

I.- Esta Autoridad es competente para conocer el presente asunto, en 

términos de los artículos 98 y 99 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Quintana Roo, 2 y 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Quintana Roo y atendiendo a los Acuerdos 

TSJQROO/ORD/3/2017 y TSJQROO/ORD/4/2017 ambos de la Sesión del 

Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado del seis de octubre del 

año dos mil diecisiete, por virtud de los cuales a partir del día nueve de 

octubre del mismo año, a raíz de la reorganización de las Salas de este H. 

Tribunal, la Quinta Sala especializada en Materia Civil conoce de las 

materias civil y mercantil, motivo por el cual su denominación actual es 5a 

SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL, con sede en 

la ciudad de Cancún, Quintana Roo; y competencia territorial en los 

Distritos Judiciales de Solidaridad, Cozumel, Cancún, Isla Mujeres y 

Lázaro Cárdenas.  

 

SEGUNDO. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 

 

1.- La parte recurrente dentro del término de Ley expresó como agravios los 

que se contienen en su escrito respectivo, los que no se transcriben, pero se 

tienen por reproducidos en este apartado y serán tomados en consideración 

con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare 

perjuicio alguno al apelante en los términos de la tesis jurisprudencial que a 

continuación se cita: “AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE 

LOS MISMOS EN LA SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE 
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GARANTÍAS”. Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: 

XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 

 

Del escrito de expresión de agravios hechos valer, el inconforme 

esencialmente expresó en su único agravio: 

 

Que fue indebido el monto que se le fijó como garantía al actor, ya que 

no se realizó una debida fundamentación y motivación, al determinar la 

cantidad de $240,000.00 (doscientos cuarenta mil pesos 00/100 Moneda 

Nacional), como monto de la garantía, que la discrecionalidad debe utilizar la 

prudencia, buen juicio, cautela, moderación y sensatez, aunque sin tasa ni 

limitación. 

 

Que la fianza fijada es desproporcional y excesiva, pues equivale a la 

cuarta parte del valor estimado del inmueble, máxime, que la misma 

legislación dispone que se tendrá cuidado en que dicha fianza sea  

asequible para el solicitante, que el monto de la fianza debe apoyarse en 

la cantidad líquida a la que asciendan a los posibles daños y perjuicios. 

 

Refiere el inconforme que para determinar el monto de los daños, se debió 

tomar como referencia el porcentaje del índice Nacional de Precios al 

Consumidor publicado mensualmente en el Diario Oficial de la 

Federación por el tiempo que pudiere durar el juicio a la fecha en que 

se decrete la garantía, y por lo que respecta a los perjuicios debió 

calcularse conforme a la tasa de interés que refleje el valor del dinero, es 

decir con la Tasa Interbancaria de Equilibrio (TIIE).  

 

Por último el apelante expresa que el monto fijado no establece a qué 

concepto corresponde, pues se reduce a señalar una cantidad sin 

especificar la forma en que se calculó. 

 

TERCERO. PRONUNCIAMIENTO. 

 

En primer término, cabe destacar que la anotación preventiva de la 

demanda tiene por objeto salvaguardar derechos litigiosos del actor, 

mientras se resuelve el juicio de fondo de las prestaciones reclamadas, así 

como asegurar la publicidad de los procesos relativos a bienes inmuebles o 

muebles registrables, frente a la posibilidad de que las sentencias que en 

ellos recaigan hayan de ser opuestas a terceros adquirentes del bien litigioso 

a cuyo favor se constituya el derecho real sobre el mismo, de modo que el 

tercero adquirente del inmueble, o aquél en cuyo favor se constituya un 



 

 

 

 

 

 

derecho real, no puedan alegar ignorancia, debiendo soportar, en 

consecuencia, los efectos de la sentencia que se dicte en el juicio donde se 

concedió la medida cautelar respectiva. Pero sin involucrar una limitación al 

propietario respecto de la potestad para enajenar o disponer del inmueble 

objeto de la anotación registral.  

 

Sostener lo contrario, implicaría que por circunstancias ajenas a la voluntad 

del titular del bien registrado, se limitara injustificadamente la posibilidad de 

que llevara a cabo transacciones respecto de su bien, con su consecuente 

registro, sólo por el trámite de un juicio del cual se desconoce cómo será 

resuelto, cuestión que por lo demás provocaría la inconveniente inseguridad 

jurídica respecto del acto que no pudiera registrarse. 

 

Por otro lado, si bien es cierto que el artículo 237 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado no prevé expresamente como providencia 

precautoria la inscripción preventiva de una demanda ante el Registro 

Público, y que dispone que no se pueden dictar otras providencias 

precautorias más que las que ahí se establecen, sin embargo, también lo es 

que el trámite de los asuntos debe ceñirse a otras codificaciones relativas 

del Estado, como en el caso lo es el Código Civil, que establece: Artículo 

3200.- Se anotarán preventivamente  en el Registro Inmobiliario: I. Las 

demandas relativas a la propiedad de bienes inmuebles o a la 

constitución, declaración, modificación, transmisión o extinción de 

cualquier derecho real sobre ellos; II. Las demandas promovidas para 

exigir el cumplimiento de contratos preparatorios o para dar forma legal al 

negocio o contrato concertado, cuando tenga por objeto inmuebles o 

derechos reales sobre los mismos; […]. En consecuencia, es de concluirse 

que los jueces sí se encuentran facultados para decidir si una demanda se 

debe o no inscribir y, para que en caso de que estime procedente la 

inscripción, señale las condiciones sobre las cuales se debe hacer.  

 

En el caso concreto, la autorización para llevar a cabo la anotación 

preventiva de la demanda fue autorizada mediante auto de fecha veintitrés 

de mayo de dos mil dieciocho (auto apelado), bajo la condición de que el 

accionante exhibiera por concepto de fianza para garantizar posibles daños 

y perjuicios al demandado, la cantidad de $240,000.00 (Doscientos cuarenta 

mil pesos 00/100 Moneda Nacional), monto sin el cual, no se giraría el oficio 

correspondiente al Registro Público de la Propiedad y del Comercio de esta 

Ciudad, para llevar a cabo la referida anotación. 

 

En esta tesitura resultan parcialmente fundados los motivos de 

inconformidad hechos valer por el apelante, en primer término en virtud de 
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que el parámetro de tiempo que estableció el Juez de origen para determinar 

las etapas del contradictorio hasta obtener sentencia firme, resultan 

excesivas, ello al estimar que en la actualidad el modelo de impartición de 

justicia está ceñido a diversos ordenamientos del orden Constitucional, 

especialmente al numeral 17, texto que se traduce en la obligación de las 

autoridades encargadas en su impartición de resolver las controversias ante 

ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto 

establezcan las leyes, tal como se concluyó en la Tesis Jurisprudencial, de 

rubro: 

 

ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE 

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN 

LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA 

ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS 

MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La garantía individual de 

acceso a la impartición de justicia consagra a favor de los gobernados 

los siguientes principios: 1. De justicia pronta, que se traduce en la 

obligación de las autoridades encargadas de su impartición de resolver 

las controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos 

que para tal efecto establezcan las leyes; 2. De justicia completa, 

consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita 

pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos 

debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado la 

obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley 

al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los 

derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. 

De justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución 

apegada a derecho, y sin favoritismo respecto de alguna de las partes 

o arbitrariedad en su sentido; y, 4. De justicia gratuita, que estriba en 

que los órganos del Estado encargados de su impartición, así como los 

servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no 

cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación 

de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía constitucional 

está encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de 

aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es 

claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la observancia 

de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que 

realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su 

ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un 

conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, 



 

 

 

 

 

 

independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo 

materialmente jurisdiccionales. Registro: 171257.  

 

En esta tesitura, resulta válido afirmar que el plazo de 24 meses establecido 

por el Juez de origen, que sirvió como uno de los parámetros para cuantificar 

la fianza impuesta al actor para efecto de ordenar la anotación preventiva de 

la demanda,  es excesivo. 

 

Aunado a lo anterior el Juez responsable, no determinó con precisión cómo 

quedaba comprendido el plazo de 24 meses entre la primera y segunda 

instancia, y el juicio de amparo, lo que deviene en incertidumbre jurídica para 

el apelante. 

 

En este orden, en primer término es importante establecer un plazo 

razonable para obtener sentencia firme, el cual se determina de la siguiente 

manera: 

 

 6 meses para obtener sentencia definitiva en primera instancia. 

 3 meses para sustanciar apelación contra sentencia definitiva en 

segunda instancia. 

 6 meses para obtener sentencia en el juicio de amparo. 

 

Plazo de tiempo que arroja la suma de 15 meses para obtener sentencia 

firme, mismo que debe considerarse como primer parámetro por estar 

ajustado a las disposiciones Constitucionales antes relatadas para obtener 

justicia pronta y expedita. 

 

Máxime que el plazo establecido en líneas precedentes, no rebasa el 

periodo establecido en el artículo 3195 del Código Civil, que en su parte de 

interés estatuye que las anotaciones preventivas, cualesquiera que sea su 

origen, caducarán a los dos años de su fecha, salvo aquéllas a las que la ley 

fije otro plazo de caducidad. No obstante, a petición de parte o por mandato 

de las autoridades que los decretaron, podrá prorrogarse una o más veces, 

por dos más cada vez, siempre que la prórroga sea anotada antes de que 

caduque el asiento, de ahí que el plazo de 15 meses establecido se estime 

proporcional. 

 

Ahora bien, una vez señalado el plazo de tiempo que debe considerarse 

para fijar la fianza para establecer los daños y perjuicios que pudieran llegar 

a ocasionarse a la parte demandada, en caso de resultar improcedente la 

acción intentada, debe establecerse el porcentaje que se fijará para 
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determinar el quantun de la fianza, y cumplida ésta llevarse a cabo la 

anotación preventiva de la demanda.  

 

En este sentido, el aspecto referido por el inconforme atinente a que para 

determinar el monto de los posibles daños, debió tomarse como referencia 

el porcentaje del índice Nacional de Precios al Consumidor publicado 

mensualmente en el Diario Oficial de la Federación por el tiempo que 

pudiere durar el juicio a la fecha en que se decrete la garantía, y por lo 

que respecta a los perjuicios debió calcularse conforme a la tasa de interés 

que refleje el valor del dinero, es decir con la Tasa Interbancaria de 

Equilibrio (TIIE), es infundado, por lo que hace a los dos parámetros 

mencionados, en virtud de que la característica consistente en el prudente 

arbitrio del Juzgador, que se traduce en una sana discrecionalidad para fijar 

el monto al que nos referimos, no se encuentra ceñido a la aplicación de 

determinados parámetros, ya que la Ley no lo establece así; ahora el 

aspecto que sí resulta fundado es que el plazo a considerar será lo que 

dure el juicio en todas sus instancias, y eso así se ha establecido. 

 

Desde esta óptica, resultó correcto que el Juez de la causa determinara 

que el porcentaje a aplicar, provenga de lo establecido en el artículo 

2659 del Código en cita, es decir  a razón del 1% (uno por ciento) 

mensual, que resulta ser el límite legal que establece la Ley para las 

controversias del orden civil como acontece en la especie. 

 

Por otra parte, la base que se tomó para realizar la operación aritmética que 

sirvió para establecer el monto de la fianza, fue correcta en virtud de que 

contrario a lo que aduce el apelante, el Juez de la causa sí especificó la 

forma en que lo calculó, máxime que  la cantidad de un millón de pesos que 

tomó de referencia para tal efecto,  relativo al valor comercial aproximado del 

inmueble objeto del juicio principal, fue establecido con base en la 

información que el propio actor proporcionó por medio de escrito presentado 

en fecha 5 de abril de 2018, visible a fojas de la 222 a la 224 del testimonio, 

en tales consideraciones este último aspecto del agravio también se 

considera infundado. 

 

En este orden de ideas, se obtienen las siguientes conclusiones, mismas 

que servirán de parámetros para establecer la fianza a depositar, a efecto de 

que se ordene la anotación preventiva de la demanda solicitada por el actor: 

 

 EL PLAZO EN PRIMER INSTANCIA SE ESTIMA EN: 6 MESES. 

 EL PLAZO EN SEGUNDA INSTANCIA SE ESTIMA EN: 3 MESES. 

 EL PLAZO DEL JUICIO DE AMPARO SE ESTIMA EN: 6 MESES. 



 

 

 

 

 

 

POR LO TANTO EL PLAZO DE TIEMPO QUE SE ESTIMA PARA 

OBTENER SENTENCIA FIRME ES DE: 15 MESES. 

 

Sentado lo anterior, tenemos que la garantía se fija, multiplicando la cantidad 

de $1´000.000.00 (un millón de pesos 00/100 Moneda Nacional), valor 

presunto del inmueble en litis, por el 1% (uno por ciento) mensual que 

establece el artículo 2659 del Código Civil relativo al interés legal anual a 

razón del 12% (doce por ciento), y la cantidad resultante a su vez 

multiplicada por los 15 meses que se estima comprenderá la tramitación del 

juicio en todas sus instancias hasta obtener sentencia firme, lo que nos 

arroja una cantidad de $150,000.00 (ciento cincuenta mil pesos 00/100 

Moneda Nacional), por concepto de fianza, misma que deberá depositar 

el actor a efecto de que se ordene la anotación preventiva de la demanda 

que establece el artículo 3200 fracción I de la Ley en consulta.  

 

Brinda sustento a lo anterior, la Jurisprudencia por contradicción de tesis 

identificable bajo el siguiente rubro y texto:  

 

“ANOTACIÓN REGISTRAL CAUTELAR. CUÁNDO DEBE EXIGIRSE 

GARANTÍA. Cuando en la legislación se prevén medidas cautelares 

mediante el otorgamiento de una garantía, esta última debe exigirse si 

la concesión de aquélla es susceptible de causar daños y perjuicios 

en la esfera jurídico patrimonial del afectado. En ese contexto, la 

medida cautelar de anotación registral de una demanda civil 

relacionada con la disputa de derechos sobre la propiedad de un 

inmueble, tiene como finalidad inmediata asegurar la publicidad del 

proceso para que las sentencias que en ellos recaigan puedan ser 

opuestas a terceros adquirentes de derechos sobre el bien litigioso; 

destacando que mediante tal medida, no se limita la potestad del 

propietario para enajenar o disponer del inmueble. Sin embargo, de 

manera mediata, la anotación registral de la demanda también coloca 

al inmueble en una posición de desventaja en el mercado inmobiliario, 

al quedar sometida la eficacia y el alcance de los derechos que se 

adquieran sobre el mismo, al resultado de un juicio que se encuentra 

en trámite; lo que permite afirmar que tal medida cautelar sí es 

susceptible de causar daños y perjuicios al propietario registral. En 

consecuencia, la indicada anotación registral, como medida cautelar, 

sí exige la exhibición de garantía.” Registro: 2014568. 

 

Es así que ante los razonamientos vertidos, y no habiendo más agravio que 

analizar, en términos del artículo 593 del Código del Código de 
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Procedimientos Civiles vigente para el Estado, se impone la necesidad 

jurídica de MODIFICAR el auto apelado, para quedar como sigue: 

 

“…Visto de nueva cuenta el escrito presentado por la parte actora en 

fecha cinco de abril del año en curso, y en acatamiento a lo ordenado 

por el tribunal de alzada mediante resolución de fecha trece de marzo 

del presente año, pronunciada en el toca *******, se fija como fianza 

para garantizar los posibles daños y perjuicios que se pudieran 

ocasionar a la parte demandada en caso de no obtener sentencia 

favorable a los intereses del actor, la cantidad de $150,000.00 (ciento 

cincuenta mil pesos 00/100 Moneda Nacional), por concepto de 

fianza, misma que deberá depositar el actor a efecto de que se ordene 

la anotación preventiva de la demanda que establece el artículo 3200 

fracción I de la Ley en consulta, monto que se obtiene al multiplicar la 

cantidad de $1´000.000.00 (un millón de pesos 00/100 Moneda 

Nacional), valor presunto del inmueble en litis, por el 1% (uno por 

ciento) mensual que establece el artículo 2659 del Código Civil 

relativo al interés legal anual a razón del 12% (doce por ciento), y 

la cantidad resultante a su vez multiplicada por los 15 meses que se 

estima comprenderá la tramitación del juicio en todas sus instancias 

hasta obtener sentencia firme, desglosado de la siguiente forma, 6 

meses para la primera instancia, 3 meses para la segunda instancia  y 

6 meses para el juicio de amparo. Cantidad que deberá consignar 

dentro del término de cinco días ante este Juzgado en cualquiera de 

las formas permitidas por la Ley de acuerdo con lo establecido y el 

artículo 3012 tres mil doce del Código Civil del Estado; apercibiéndolo 

que de no hacerlo así, dejará de surtir efectos la anotación de demanda 

ordenada en autos. Brinda sustento a lo anterior, la Jurisprudencia por 

contradicción de tesis identificable bajo el siguiente rubro y texto: 

“ANOTACIÓN REGISTRAL CAUTELAR. CUÁNDO DEBE EXIGIRSE 

GARANTÍA. Cuando en la legislación se prevén medidas cautelares 

mediante el otorgamiento de una garantía, esta última debe exigirse si 

la concesión de aquélla es susceptible de causar daños y perjuicios en 

la esfera jurídico patrimonial del afectado. En ese contexto, la medida 

cautelar de anotación registral de una demanda civil relacionada con la 

disputa de derechos sobre la propiedad de un inmueble, tiene como 

finalidad inmediata asegurar la publicidad del proceso para que las 

sentencias que en ellos recaigan puedan ser opuestas a terceros 

adquirentes de derechos sobre el bien litigioso; destacando que 

mediante tal medida, no se limita la potestad del propietario para 

enajenar o disponer del inmueble. Sin embargo, de manera mediata, la 

anotación registral de la demanda también coloca al inmueble en una 



 

 

 

 

 

 

posición de desventaja en el mercado inmobiliario, al quedar sometida 

la eficacia y el alcance de los derechos que se adquieran sobre el 

mismo, al resultado de un juicio que se encuentra en trámite; lo que 

permite afirmar que tal medida cautelar sí es susceptible de causar 

daños y perjuicios al propietario registral. En consecuencia, la indicada 

anotación registral, como medida cautelar, sí exige la exhibición de 

garantía. Registro: 2014568...” 

 

Por lo expuesto y fundado, es de resolver y se: 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Se MODIFICA el auto apelado,  conforme a lo señalado en el 

último considerando de la presente resolución.  

SEGUNDO.- Remítase copia certificada de esta resolución al juzgado de 

origen para los fines correspondientes. En su oportunidad archívese el toca 

como asunto concluido. 

TERCERO.-  NOTIFIQUESE POR LISTA ELECTRONICA Y CUMPLASE.- 

Así lo resolvió y firma DULCE MARÍA BALAM TUZ, Magistrada Numeraria 

Titular de la Quinta Sala Especializada en Materia Civil y Mercantil del 

Tribunal Superior de Justicia del Estado, con sede en esta Ciudad de 

Cancún, Quintana Roo, ante la Secretaria de Acuerdos de la Sala, M. D. 

REYNA ESTRELLA MEDINA GARCIA, que autoriza y da fe.- DOY FE.-  

 

 

 

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO 
 
CANCÚN, QUINTANA ROO.- LA SUSCRITA SECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA 5ª SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y 
MERCANTIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO, 
HACE CONSTAR QUE LA SENTENCIA QUE ANTECEDE SE NOTIFICÓ 
POR LISTA ELECTRÓNICA, EN FECHA ______ DE 
_______________________ DEL AÑO __________.CONSTE. 
 

 

 

Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información confidencial 
en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las partes, estado civil, lugar 
de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización de los inmuebles entre otros). En 
términos de los previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 


